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López, Cristóbal y otros s/

incidente de recurso

extraordinario.

 

Corte Suprema de Justicia de la Nación
 

 

Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por el Fiscal 

General ante la Cámara Federal de Casación Penal nº 1 en la 

causa López, Cristóbal y otros s/ incidente de recurso 

extraordinario”, para decidir sobre su procedencia.

Considerando: 

1°) Que en primer término corresponde aclarar que el 

incumplimiento parcial de la exigencia prevista en el artículo 

7°, inciso c, de la acordada 4/2007 no constituye un obstáculo 

insalvable para la admisibilidad del recurso planteado, por lo 

corresponde hacer uso de la excepción prevista en el artículo 

11 de esa norma.

2°) Que esta Corte entiende, de conformidad con los 

argumentos y conclusiones expresados por el señor Procurador 

General de la Nación interino en el dictamen que antecede –con 

exclusión del párrafo octavo del segundo apartado-, que asiste 

razón al recurrente en cuanto alega que el fallo apelado dio un 

tratamiento aparente a los agravios que oportunamente planteara 

en el recurso de casación deducido contra la absolución de los 

imputados Carlos Fabián De Souza y Cristóbal Manuel López y por 

los que sostuvo la arbitraria -por dogmática y fragmentaria- 

valoración de las pruebas incorporadas a este proceso.

3°) Que respecto de los restantes agravios 

relacionados con el levantamiento de las medidas cautelares 

dispuestas respecto de Carlos Fabián De Souza y Cristóbal 

Manuel López y de las empresas en las que tienen participación, 

así como del rechazo del pedido de reparación integral del daño 

causado por el ilícito por el que fuera condenado Ricardo 

Etchegaray, el recurso extraordinario, cuya denegación motivó 

esta queja, no se dirige contra una sentencia definitiva o 

equiparable a tal (art. 14 de la ley 48).

Buenos Aires, 28 de mayo de 2024



Por ello, y oído el señor Procurador General de la Nación 

interino, se hace lugar parcialmente a la queja, se declara en 

esa medida procedente el recurso extraordinario y, con el 

alcance señalado, se deja sin efecto la sentencia apelada. 

Remítase para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo 

pronunciamiento con arreglo a lo expuesto. Notifíquese y 

cúmplase.

Firmado Digitalmente por ROSATTI Horacio Daniel Firmado Digitalmente por ROSENKRANTZ Carlos Fernando

Firmado Digitalmente por MAQUEDA Juan Carlos Firmado Digitalmente por LORENZETTI Ricardo Luis
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S u p r e m a  C o r t  e :  

I  

En esta causa, en la que se juzgó el otorgamiento de 

planes de regularización de deudas impositivas por falta de pago 

oportuno de las liquidaciones correspondientes al  impuesto a los 

combustibles líquidos  (ICL), fue condenado quien se desempeñó en el 

momento de los hechos como administrador federal  de ingresos 

públicos,  por haber concedido indebidamente tales facil idades  a 

determinados sujetos obligados (la empresa O C  y otras 

también inscriptas como responsables de ese tributo , pertenecientes al 

mismo grupo económico —G  I —). Además del titular de la 

AFIP,  cuya conducta fue encuadrada en el delito de administración 

fraudulenta en perjuicio del  Estado,  habían sido imputados Fabián d  

S  y Cristóbal L  —el primero, miembro del órgano de gobierno 

de la empresa y el  segundo presidente de la sociedad controlante de O  

C —  como partícipes necesarios en el delito. En la acusación 

se sostuvo que los empresarios ,  contando con la anuencia de AFIP,  

financiaron la expansión de su grupo económico mediante préstamos 

“intercompany” por montos equivalentes  al  dinero que dejaban de 

abonar al  fisco en concepto de ICL, cuyo pago diferían sistemáticamente 

gracias a los planes de regularización i legalmente concedidos por  el 

funcionario competente.  

El tribunal de juicio sostuvo que la parte acusadora 

no había probado más allá de toda duda razonable que la intervención 
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de D  S  y L fuera otra cosa que “mero  hecho de peticionar 

planes de facilidades de pago”, lo cual consideraron un aporte causal 

incapaz de crear un riesgo jurídicamente desaprobado ; y,  en 

consecuencia,  los absolvió.  

Por otra parte,  la fiscalía había solicitado al  tribunal 

que ordenara la reparación integral del  perjuicio ocasionado por el  

delito, de conformidad con lo previsto en los art ículos 29 y 30 del 

Código Penal, lo que fue denegado por carecer de una determinac ión 

precisa de la reparación pretendida.  

La Sala I de la Cámara Federal de Casación Penal 

rechazó el recurso interpuesto por el representante del Ministerio 

Público y,  asimismo, denegó el  recurso extraordinario que contra esa 

decisión dedujo oportunamente el fiscal general , decisión que motivó la 

presente queja.  

II  

En su apelación federal , el recurrente expuso , con 

fundamentos que comparto , que al  concluir que la conducta de L  y 

D  S  se limitó a  la mera solicitud de facilidades de pago , el a quo  

efectuó un recorte arbitrario  de una trama mucho más compleja. Esa 

selección se reflejó indudablemente en el razonamiento probatorio, pues 

se valoraron de manera individual,  aislada y fuera de contexto los 

plurales indicios  que probaban la acusación, y con ello se prescindió de 

la visión de conjunto indispensable para la realización de inferencias 

razonables.  



Recurso queja nº 1 - Incidente nº 31 - L , Cristóbal y otros s/incidente de recurso 
extraordinario 
CFP 4943/2016/TO1/31/1/RH60 

 

 Ministerio Público  

Procuración General de la Nación 

3 
 

La atomización de la prueba es, según lo aprecio, 

consecuencia de un deliberado desdén por el contexto o las 

circunstancias concomitantes de l hecho, aparentemente justificado bajo 

la premisa de que indagar los motivos del delito  era una desviación 

psicologista sobre un extremo, en principio,  irrelevante para 

fundamentar la imputación (ver sentencia del  Tribunal Oral en lo 

Criminal Federal  n° 3, voto del juez Machado Pelloni, punto XII) . La 

generalización inapropiada de esa máxima llevó al sentenciante  a 

marginar de su análisis el hecho de que el financiamiento del grupo 

económico de L  y D  S  vía diferimiento del  pago de impuestos 

fue central en su estrategia financiera, algo que estaba demostrado  por 

la correspondencia aproximada entre el  monto que O  C  

declaraba en concepto de ICL y  las operaciones de crédito 

“intercompany” durante todo el período investigado. Sobre este  punto, 

a fin de evitar repeticiones ociosas,  me remito a la exposición muy 

completa del  señor fiscal general en su recurso extraordinario.  

Para tener una idea acerca del  desempeño tributario 

de la empresa en relación con el  ICL, basta con señalar que  a poco de 

comenzar su operación —en mayo del 2011—  la empresa dejó de 

cumplir con su obligación. Apenas en julio de ese año comenzó a 

solicitar su inclusión en planes generales de regularización  que tampoco 

se pagaban y eran objeto de posteriores reformulaciones. El lap so 

investigado en esta causa, entre mayo de 2013 y noviembre de 2015, 
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abarca treinta y un períodos fiscales  de los que el cumplimiento regular 

se observa sólo en cinco.  

Es propio de la actividad empresarial emprender bajo 

riesgos calculados y una estrategia de financiamiento como la diseñada 

por los imputados,  por el volumen de los fondos y la persistencia en el  

tiempo que requería,  no podría llevarse adelante sin  la certeza práctica 

acerca de que AFIP otorgaría contra legem  las facilidades solicitadas.  

Tomados en conjunto, los indicios concordantes que 

justifican esa inferencia han sido  debidamente presentados a lo largo 

del juicio.  Dan cuenta de circunstancias anómalas que, en definitiva, 

minaron la capacidad de control de la AFIP y genera ron las condiciones 

para que solicitudes manifiestamente improcedentes pudieran transitar  

con éxito  las diferentes instancias burocráticas sin disparar alarmas.  

En su escrito,  el fiscal  general  alude  al conveniente 

mantenimiento de O  C  en una dependencia fiscalizadora  

regional en vez de estar a cargo de la Dirección de Grandes 

Contribuyentes Nacionales,  como lo estaban otras compañías del  rubro ,  

formando parte de un padrón más acotado de compañías controladas  por 

agentes experimentados en las cuestiones técnicas del  ICL y al tanto de 

la actualidad económico-financiera del  sector . Para contrastar la 

situación de O  C  con otras empresas comparables, repárese 

en que la tasa de incumplimiento en el  área de grandes contribuyentes 

nacionales, según declaró en juicio su subdirector,  era de sólo 1%.  
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Desde el  punto de vista administrativo, nunca  se 

aclaró el  porqué de varias “desconfirmaciones” manuales de la deuda 

que O  C  iba acumulando, aunque se sabe que este paso 

impedía la emisión de la boleta de deuda y, con  ello, obstaba para dar 

comienzo a los procedimientos dirigidos al cobro del impuesto  vencido. 

Si a el lo se suma la evidencia ofrecida por la parte 

acusadora acerca de la trama densa de relaciones personales y 

comerciales de mutuo beneficio entre los imputados y los que eran en 

aquel momento altos funcionarios de la administración pública              

—conocidas a partir  hechos cuya revelación  motivó el ejercicio de la 

acción penal (al respecto, ver p. 26 y siguientes del  recurso 

extraordinario)— ,  afirmar que los contribuyentes  no tenían injerencia 

en el  sistema que otorga o deniega facilidades excepcionales  (ver voto 

del  juez Machado Pelloni,  p.  375) constituye más una descripción 

formal del  sistema que un enunciado fáctico sobre su concreto 

despliegue, según pudo ser probado en la causa.   

Esa mirada supone una explicación de los hechos 

alternativa a la colusión que surge de la valoración conjunta y 

contextual de la prueba. Como reflexiona el  señor fiscal  de manera 

crí tica en el final  de su apelación, esa alternativa afirma, de manera 

contraria al  sentido común, que la intervención esencial  de L  y D  

S  se mantuvo en el límite de la conducta socialmente adecuada, 

ajena al  sentido criminal que le infundió el funcionario al  quebrantar su 

deber.  
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En mi opinión, ese razonamiento aísla artificialmente 

la acción de pedir facilidades de pago y la califica,  así en abstracto, 

como acción estándar, neutral , conforme al rol , socialmente adecuada. 

Sin embargo, su sentido objetivo sólo se comprende a partir  del  

contexto: un modelo de crecimiento que requería de la elusión del pago 

del impuesto para financiar con esos fondos otros negocios,  el 

consecuente y sistemático incumplimiento y, por fin,  el propicia r el 

quebranto del deber del funcionario. Éste, en tan to autor del delito, 

tampoco obró en el vacío. Según ha quedado probado en el juicio, la 

práctica de conceder planes particulares de facil idades a simple petición 

implicó el abandono de una interpretación muy restrictiva de la AFIP 

sobre la posibilidad de otorgarlos  (que siempre exigió una evaluación 

exigente de la situación económico financiera crí tica) que se mantuvo 

solo mientras E  estuvo en el cargo. Además,  y en especial, la 

concesión de tales planes no respondía a ningún criterio objetivo o 

procedimiento establecido en aras  de la neutralidad o imparcialidad.  

No importa aquí cuán frecuentes hayan sido estas 

prácticas durante cierta coyuntura, pues en cualquier caso al  sostener 

su adecuación social  se proyecta una imagen invertida de la sociedad, 

en la que incumplir sería la norma y cumplir la excepción, una máxima 

incompatible con su propia capacidad de subsistir , el primero de los 

intereses generales de la sociedad por los que, junto con la legalidad, 

debe velar este Ministerio Público Fiscal  (artículo 120 de la 

Constitución Nacional).  
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Por ello, y las demás razones fundadas por el fiscal 

general, mantengo la queja interpuesta.  

Buenos Aires, 7 de marzo de 2024.  

Firmado digitalmente por: CASAL
Eduardo Ezequiel
Fecha y hora: 07.03.2024 13:35:00
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mismo grupo económico —G  I —). Además del titular de la 

AFIP,  cuya conducta fue encuadrada en el delito de administración 

fraudulenta en perjuicio del  Estado,  habían sido imputados Fabián d  

S  y Cristóbal L  —el primero, miembro del órgano de gobierno 

de la empresa y el  segundo presidente de la sociedad controlante de O  

C —  como partícipes necesarios en el delito. En la acusación 

se sostuvo que los empresarios ,  contando con la anuencia de AFIP,  

financiaron la expansión de su grupo económico mediante préstamos 

“intercompany” por montos equivalentes  al  dinero que dejaban de 

abonar al  fisco en concepto de ICL, cuyo pago diferían sistemáticamente 

gracias a los planes de regularización i legalmente concedidos por  el 

funcionario competente.  

El tribunal de juicio sostuvo que la parte acusadora 

no había probado más allá de toda duda razonable que la intervención 
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de D  S  y L fuera otra cosa que “mero  hecho de peticionar 

planes de facilidades de pago”, lo cual consideraron un aporte causal 

incapaz de crear un riesgo jurídicamente desaprobado ; y,  en 

consecuencia,  los absolvió.  

Por otra parte,  la fiscalía había solicitado al  tribunal 

que ordenara la reparación integral del  perjuicio ocasionado por el  

delito, de conformidad con lo previsto en los art ículos 29 y 30 del 

Código Penal, lo que fue denegado por carecer de una determinac ión 

precisa de la reparación pretendida.  

La Sala I de la Cámara Federal de Casación Penal 

rechazó el recurso interpuesto por el representante del Ministerio 

Público y,  asimismo, denegó el  recurso extraordinario que contra esa 

decisión dedujo oportunamente el fiscal general , decisión que motivó la 

presente queja.  

II  

En su apelación federal , el recurrente expuso , con 

fundamentos que comparto , que al  concluir que la conducta de L  y 

D  S  se limitó a  la mera solicitud de facilidades de pago , el a quo  

efectuó un recorte arbitrario  de una trama mucho más compleja. Esa 

selección se reflejó indudablemente en el razonamiento probatorio, pues 

se valoraron de manera individual,  aislada y fuera de contexto los 

plurales indicios  que probaban la acusación, y con ello se prescindió de 

la visión de conjunto indispensable para la realización de inferencias 

razonables.  
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La atomización de la prueba es, según lo aprecio, 

consecuencia de un deliberado desdén por el contexto o las 

circunstancias concomitantes de l hecho, aparentemente justificado bajo 

la premisa de que indagar los motivos del delito  era una desviación 

psicologista sobre un extremo, en principio,  irrelevante para 
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económico de L  y D  S  vía diferimiento del  pago de impuestos 

fue central en su estrategia financiera, algo que estaba demostrado  por 

la correspondencia aproximada entre el  monto que O  C  

declaraba en concepto de ICL y  las operaciones de crédito 

“intercompany” durante todo el período investigado. Sobre este  punto, 

a fin de evitar repeticiones ociosas,  me remito a la exposición muy 

completa del  señor fiscal general en su recurso extraordinario.  

Para tener una idea acerca del  desempeño tributario 

de la empresa en relación con el  ICL, basta con señalar que  a poco de 

comenzar su operación —en mayo del 2011—  la empresa dejó de 

cumplir con su obligación. Apenas en julio de ese año comenzó a 

solicitar su inclusión en planes generales de regularización  que tampoco 

se pagaban y eran objeto de posteriores reformulaciones. El lap so 

investigado en esta causa, entre mayo de 2013 y noviembre de 2015, 
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abarca treinta y un períodos fiscales  de los que el cumplimiento regular 

se observa sólo en cinco.  

Es propio de la actividad empresarial emprender bajo 

riesgos calculados y una estrategia de financiamiento como la diseñada 

por los imputados,  por el volumen de los fondos y la persistencia en el  

tiempo que requería,  no podría llevarse adelante sin  la certeza práctica 

acerca de que AFIP otorgaría contra legem  las facilidades solicitadas.  

Tomados en conjunto, los indicios concordantes que 

justifican esa inferencia han sido  debidamente presentados a lo largo 

del juicio.  Dan cuenta de circunstancias anómalas que, en definitiva, 

minaron la capacidad de control de la AFIP y genera ron las condiciones 

para que solicitudes manifiestamente improcedentes pudieran transitar  

con éxito  las diferentes instancias burocráticas sin disparar alarmas.  

En su escrito,  el fiscal  general  alude  al conveniente 

mantenimiento de O  C  en una dependencia fiscalizadora  

regional en vez de estar a cargo de la Dirección de Grandes 

Contribuyentes Nacionales,  como lo estaban otras compañías del  rubro ,  

formando parte de un padrón más acotado de compañías controladas  por 

agentes experimentados en las cuestiones técnicas del  ICL y al tanto de 

la actualidad económico-financiera del  sector . Para contrastar la 

situación de O  C  con otras empresas comparables, repárese 

en que la tasa de incumplimiento en el  área de grandes contribuyentes 

nacionales, según declaró en juicio su subdirector,  era de sólo 1%.  
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Desde el  punto de vista administrativo, nunca  se 

aclaró el  porqué de varias “desconfirmaciones” manuales de la deuda 

que O  C  iba acumulando, aunque se sabe que este paso 

impedía la emisión de la boleta de deuda y, con  ello, obstaba para dar 
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acción penal (al respecto, ver p. 26 y siguientes del  recurso 

extraordinario)— ,  afirmar que los contribuyentes  no tenían injerencia 

en el  sistema que otorga o deniega facilidades excepcionales  (ver voto 

del  juez Machado Pelloni,  p.  375) constituye más una descripción 

formal del  sistema que un enunciado fáctico sobre su concreto 

despliegue, según pudo ser probado en la causa.   

Esa mirada supone una explicación de los hechos 

alternativa a la colusión que surge de la valoración conjunta y 

contextual de la prueba. Como reflexiona el  señor fiscal  de manera 

crí tica en el final  de su apelación, esa alternativa afirma, de manera 

contraria al  sentido común, que la intervención esencial  de L  y D  

S  se mantuvo en el límite de la conducta socialmente adecuada, 

ajena al  sentido criminal que le infundió el funcionario al  quebrantar su 

deber.  



 

6 
 

En mi opinión, ese razonamiento aísla artificialmente 

la acción de pedir facilidades de pago y la califica,  así en abstracto, 

como acción estándar, neutral , conforme al rol , socialmente adecuada. 

Sin embargo, su sentido objetivo sólo se comprende a partir  del  

contexto: un modelo de crecimiento que requería de la elusión del pago 

del impuesto para financiar con esos fondos otros negocios,  el 

consecuente y sistemático incumplimiento y, por fin,  el propicia r el 

quebranto del deber del funcionario. Éste, en tan to autor del delito, 

tampoco obró en el vacío. Según ha quedado probado en el juicio, la 

práctica de conceder planes particulares de facil idades a simple petición 

implicó el abandono de una interpretación muy restrictiva de la AFIP 

sobre la posibilidad de otorgarlos  (que siempre exigió una evaluación 

exigente de la situación económico financiera crí tica) que se mantuvo 

solo mientras E  estuvo en el cargo. Además,  y en especial, la 

concesión de tales planes no respondía a ningún criterio objetivo o 

procedimiento establecido en aras  de la neutralidad o imparcialidad.  

No importa aquí cuán frecuentes hayan sido estas 

prácticas durante cierta coyuntura, pues en cualquier caso al  sostener 

su adecuación social  se proyecta una imagen invertida de la sociedad, 

en la que incumplir sería la norma y cumplir la excepción, una máxima 

incompatible con su propia capacidad de subsistir , el primero de los 

intereses generales de la sociedad por los que, junto con la legalidad, 

debe velar este Ministerio Público Fiscal  (artículo 120 de la 

Constitución Nacional).  
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Por ello, y las demás razones fundadas por el fiscal 

general, mantengo la queja interpuesta.  

Buenos Aires, 7 de marzo de 2024.  

Firmado digitalmente por: CASAL
Eduardo Ezequiel
Fecha y hora: 07.03.2024 13:35:00


